ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA RADICACIÓN: 66001 31 18 001 2019 00059 02
 ACCIONANTE: SERGIO JAIRO OROZCO HINCAPIÉ VS. COLPENSIONES
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / REGLAS JURISPRUDENCIALES PARA LA CONCESIÓN DE ESTA PRESTACIÓN POR VÍA DE TUTELA.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela,  en ese sentido, se debe establecer si se dan los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela…
En lo tocante a la subsidiariedad y la inmediatez, estas son exigencias generales de procedencia de la acción y condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales…
Con respecto a la subsidiariedad se tiene dicho que existen al menos dos excepciones a esa regla general: (i) Cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque carece de legitimación para impugnar los actos administrativos que los vulneran, o porque los medios o recursos judiciales son ineficaces… y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable cuando se la quiera usar como mecanismo transitorio…
… la Corte ha establecido reglas jurisprudenciales para estudiar las pretensiones que implican otorgar una pensión por vía de la tutela, que consisten en: 

“a. Que se trate de sujetos de especial protección constitucional.

b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital.

c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada.

d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.”
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de octubre de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.502 

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié frente al fallo de tutela emitido el 2 de septiembre de  2019  por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de que presentó en contra de Colpensiones por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la vida, igualdad y la salud.


2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. El señor Sergio Jairo Orozco Hincapié informó que presentó los documentos para adquirir la pensión de vejez por el tiempo laborado en el sector público durante 6 años en una zona con problemas de orden público del bajo Cauca antioqueño, que aún persisten por causa de diferentes grupos armados.  Por lo tanto, solicitó ante Colpensiones el reconocimiento de la pensión de vejez en régimen especial conforme la Ley 33 de 1985 y la Ley 4 de 1992, la cual fue negada por dicha entidad, desestimando igualmente lo previsto en el Decreto 201 de 1995 de la Gobernación de Risaralda en cuanto a cumplimiento de los 40 años de edad en el servicio de salud.
Por lo anterior, el accionante acude al juez constitucional con el fin de que se reconozca su derecho a la pensión por haberse tenido que quedar trabajando en la zona antes descrita, después de vencido el año de servicio social obligatorio por la dificultad de conseguir rurales y ante las implicaciones de tipo de seguridad de los diferentes actores de la comunidad.  
El actor indicó que trabajó 6 años en “zona roja” o de orden público, 4 años en el Seguro Social – Rita Arango Álvarez del Pino como coordinador del centro ambulatorios de atención básica, 5 años como director de salud en Santa Rosa de Cabal, 2 años y medio como coordinador de salud pública en el Departamento de Risaralda y 4 años de coordinador de urgencias y emergencias de la Gobernación de Risaralda y por tener 1000 semanas en cualquier tiempo antes del 30 de diciembre de 2014, fecha de terminación de las pensiones de regímenes especiales, fue que solicitó la protección de sus derechos fundamentales, además, porque desde el año 2015 se encuentra sin laborar al haber sido diagnosticado con una enfermedad del cerebro denominada leucoaraidosis, la que por el cambio de EPS de Saludcoop a Medimás, se deterioró aún más, por cuanto su diagnóstico es progresiva y puede terminar en Alzheimer o en una de tipo mental por accidente cerebro vascular y/ o depresión, teniendo que depender de una tercera persona para el cuidado o causar muerte súbita.
El señor Orozco Hincapié solicitó que se tutelara su derecho a la pensión de vejez y en consecuencia, se ordenara que en un término no mayor a 48 horas, se concediera y liquidaran los valores de dicha pensión (Fls. 1-3)

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 4-66).
3. ACTUACIÓN PROCESAL PREVIA A LA SENTENCIA
 DE PRIMER GRADO
3.1.  El 8 de julio de 2019, el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira había proferido sentencia de primera instancia, por medio de la cual resolvió declarar improcedente el amparo de los derechos fundamentales invocado por el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié por considerar que existía otro mecanismo de defensa judicial y ante la ausencia de un perjuicio irremediable que hiciera necesaria la intervención del juez de tutela (Fls. 67-69)

3.2.  El señor Sergio Jairo Orozco Hincapié impugnó el fallo anterior (Fls. 72-92)

3.3. Mediante auto del 20 de agosto de 2019, el suscrito Magistrado que funge como ponente de la presente providencia, declaró la nulidad de lo actuado por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira a partir del fallo emitido el 8 de julio de 2019, dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié con el fin de que se procediera a vincular al funcionario que ostenta el cargo de Subdirector de Determinación de Colpensiones con el fin de que se garantizaran sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual vulneración de los derechos invocados por el señor Orozco Hincapié. Así mismo, señaló que lo dispuesto no afectaba la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela (Fls. 99-101). 

3.3. De acuerdo a lo anterior, el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de esta ciudad ordenó, mediante auto del 23 de agosto de 2019, notificar la demanda de tutela y sus anexos al Dr. Javier Andrés Hernández Rojas, Subdirector de Determinación X y al Dr. Felipe Arturo Lemus Ramos, Subdirector de Determinación I de Colpensiones, para que en el término de dos (2) días se pronunciaran frente a los hechos y pretensiones expuestos por el accionante (Fl. 105).
3.4. La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones contestó a la demanda de tutela que a través de la Resolución SUB196262 del 14 de septiembre de 2017 se negó la pensión de vejez al señor Orozco Hincapié por no acreditar los requisitos legales para tal prestación, contra la cual se interpusieron los recursos de reposición y apelación, siendo confirmada a través de las Resoluciones Nos.SUB231142 del 18 de octubre de 2017 y No. DIR 20837 del 17 de noviembre de 2017.  Lo anterior, por cuanto el accionante no cumple con el requisito de las 1300 semanas cotizadas consagrado en la Ley 797 de 2003, toda vez que solo tiene 1.120 semanas.
Consideró que esa entidad ha obrado de manera responsable y en derecho, sin que exista vulneración a los derechos fundamentales del actor, quien debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin.  Además, el actor no cumple con el requisito de la inmediatez si se tiene en cuenta que no existe otra solicitud luego de proferida la Resolución SUB285763 del 11 de diciembre de 2017 mediante la cual se estudió nuevamente la solicitud de pensión de vejez incoada por el actor el 3 de noviembre de 2017.
Solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela y en tal sentido, se archivaran las diligencias (Fls. 108-111). Anexó copia de los actos administrativos antes descritos con las actas de notificación (Fls. 112-130).

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de septiembre de 2019, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira resolvió declarar improcedente el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié por cuanto existe otro mecanismo de defensa judicial y ante la ausencia de un perjuicio irremediable que hiciera necesaria la intervención del juez de tutela.  Lo anterior, aunado a la falta de cumplimiento del requisito de la inmediatez para que proceda el amparo invocado (Fls. 132-134)
El señor Sergio Jairo Orozco Hincapié fue notificado del fallo anterior el 3 de septiembre de 2019  (Fl. 136 vuelto).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 5 de septiembre de  2019, el accionante allegó un escrito mediante el cual reiteró que sufre de una enfermedad sin tratamiento conocido, la cual es progresiva hacia una demencia por problemas de tipo vascular o la muerte súbita por  comprometer la leucoaraidosis los centros cerebrales que comandan la respiración o pulsación cardíaca y que presenta incapacidad para trabajar sin riesgos para sus pacientes y para su propia seguridad, ya que olvida las cosas recientes y por tanto, debe permanecer en sitios seguros y conocidos, con  la posibilidad de la seguridad  social y atención médica de emergencias.  El seguimiento con neurólogos y psiquiatras está en la fase inicial y presenta un componente de depresión moderada y trastorno cognitivo mínimo que progresa lentamente.

El actor informa que solicitó a Colpensiones la valoración por medicina laboral y hasta el momento no se la han realizado, pues cada vez su salud se deteriora, lo que le genera  depresión y disminuye su calidad de vida futura.  Además, el mantenerse medicado le causa muchas molestias en sus relaciones, pues se irrita y realiza acciones riesgosas.
El accionante señaló que solo vino a retirarse de su cargo después del 31 de diciembre de 2014, estando trabajando en la Gobernación de Risaralda en la Secretaría de Salud como Coordinador de emergencias y desastres, ya que estaba reemplazando a un trabajador de planta, en comisión dentro de la misma Secretaria de Salud y no podía dejar ese empleo por la especificidad del oficio.
Indicó que luego de trabajar en la Gobernación  y entregar el cargo, esperó cumplir los 62 años y recoger los tiempos de servicios para acceder a la pensión por régimen especial y con las condiciones que se incluyeron en el servicio bajo orden público nacional.  

Mencionó que la Resolución No.SUB285763 del 11 de diciembre de 2017 en el literal E, Colpensiones afirma que el trabajador al 1º de junio de 1994 no se encontraba como cotizante activo a una caja, fondo o entidad de orden territorial y por tanto, no era sujeto de trato diferencial, cuando en las consideraciones aparece en el cuarto renglón que “ALCALDIA DE SANTA ROSA DE CABAL DESDE 19940622 HASTA 19941231 TIEMPO DE SERVICIO 193 DIAS” incluyendo el 1º de julio de 1994 al fondo de prevención social de Santa Rosa de Cabal hasta el 21 de junio de 1994 y desde el 22 de junio de 1994 al Seguro Social, por ende estaba vinculado y en tal sentido, considera que es un sujeto de especial protección.  Así mismo, el accionante mencionó otras incongruencias en su historia laboral.
Insistió que se le deben amparar sus derechos fundamentales al debido proceso, vida digna y salud pública, ya que de acuerdo a los conceptos de la ciencia médica la leucoaraidosis termina en demencia o muerte súbita, aunado a las demás enfermedades que relacionó en la demanda de tutela, lo cual debe ser tenido en cuenta por el juez de tutela (Fls. 138-140).  
Anexó copia de la historia clínica, informe de unos exámenes de laboratorio, informe de ecocardiograma y tomografía axial computada de cráneo simple, así como,  de las resoluciones de Colpensiones (Fls. 141-159).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.
6.2.   Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante.
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
,  en ese sentido, se debe establecer si se dan los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela, así:

6.5.1.  En lo que tiene que ver con la legitimación en la causa, esta Sala considera que se cumple por activa en el entendido de que el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez y por la  parte pasiva la Subdirección de Determinación  y la Dirección de Prestaciones Económicas de Colpensiones porque fueron las dependencias que emitieron los actos administrativos que resolvieron negativamente la solicitud prestacional del actor (Fls. 48-65) 

6.5.2.  En lo tocante a la subsidiariedad y la inmediatez, estas son exigencias generales de procedencia de la acción y condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales.    En ese asunto específico, Colpensiones mediante la Resolución No.SUB285763 del 11 de diciembre de 2017 declaró improcedente el recurso de apelación instaurado frenete a la Resolución SUB231142 del 18 de octubre de 2017 (Fls. 62-65), lo que significa que el actor acudió al juez constitucional 20 meses de su notificación, por lo que se podría concluir que no cumplió con el requisito de la inmediatez; sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que: “(…) en los casos en que se discuten derechos pensionales, (…) la inmediatez no puede ser entendida como un requisito de procedibilidad severo, ya que la vulneración de ese derecho subsiste en el tiempo por ser un derecho irrenunciable que no prescribe, por lo que es irrelevante el tiempo transcurrido entre la actuación que vulnera el derecho y el momento en el que se interpone la acción”
.  De tal manera, que en ese asunto específico no se tendrá en cuenta la inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción constitucional.
6.5.3.  Con respecto a la subsidiariedad  se tiene dicho que existen al menos dos excepciones a esa regla general
: (i) Cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque carece de legitimación para impugnar los actos administrativos que los vulneran
, o porque los medios o recursos judiciales son ineficaces, “atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”, esto es, que esté en una situación de vulnerabilidad que implique la protección definitiva en sede de tutela
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
 cuando se la quiera usar como mecanismo transitorio, artículo 86 Constitución Nacional
.El estado de vulnerabilidad del accionante, dirigida a determinar la eficacia del mecanismo judicial, supone considerar
.
6.5.4. No obstante lo anterior, y de acuerdo con lo dispuesto en la Sentencia T- 009 de 2019 de la Corte Constitucional reitero que se ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se trata de la protección de derechos de contenido prestacional, como son las acreencias pensionales, bien sea como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o como medio principal cuando las vías de defensa judicial ordinarias no resultan idóneas ni eficaces para la protección de los derechos fundamentales trasgredidos
.  Así  mismo, en dicha providencia,  la Corte Constitucional señaló que la condición de vulnerabilidad o la calidad de sujeto de especial protección constitucional del interesado no son suficientes para que, sólo por esa circunstancia, la tutela sea procedente en materia pensional. 
 Por ello, la Corte ha establecido reglas jurisprudenciales para estudiar las pretensiones que implican otorgar una pensión por vía de la tutela, que consisten en: 

“a. Que se trate de sujetos de especial protección constitucional.

b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital.

c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada.

d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.”

6.5.5. Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha señalado la viabilidad del amparo constitucional para ordenar el reconocimiento y pago de prestaciones de tipo económico siempre que se verifique que: (i) haya una vulneración o amenaza a los derechos fundamentales del accionante, es decir, que por el no reconocimiento y pago de la prestación económica que se reclama en sede de tutela se viole o amenace los derechos fundamentales del accionante, (ii) la tutela se conceda, (iii) no se cuente con un medio específico en el cual se pueda solicitar la prestación de tipo económico que se pretende obtener en sede de tutela y, (iv) la vulneración del derecho sea manifiesta y consecuencia directa de una acción indiscutiblemente arbitraria
, se tiene entonces, que el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié al interponer la acción de tutela informó que se le tenga un especial tratamiento, por su precario estado de salud y por no contar un ingresos económicos. 
6.5.6.  A lo anterior, se debe agregar que si bien es cierto el accionante cuenta con 64 años de edad (según se desprende de las historias clínicas aportadas con la demanda de tutela,  nació el 24 de marzo de 1955)
, no siendo sujeto de la tercera edad, resulta que el mismo viene padeciendo de varias enfermedades que le impiden laborar, por lo que se puede inferir que son circunstancias que no le permiten acceder al mercado laboral y que la ausencia de reconocimiento de la prestación económica aquí pedida, conlleva una afectación a su mínimo vital.  De esta manera, el test de procedencia de la acción se supera y por lo tanto, la Sala debe analizar  si en este caso se cumplen los requisitos legales para obtener la pensión de vejez especial que reclama el actor. 
6.5.7.  En el caso sub examine, el accionante insiste que para la concesión de la pensión de vejez, Colpensiones debe tener en cuenta lo señalado en la Ley 33 de 1985 “Por la cual se dictan algunas medidas en relación con las Cajas de Previsión y con las prestaciones sociales para el Sector Público” en su artículo 1° dispone que los requisitos generales para la consecución de la pensión de jubilación, por parte de un empleado oficial, son: “(i) haber servido durante veinte (20) años continuos o discontinuos y (ii) tener la edad de cincuenta y cinco años (55), tanto hombres como mujeres. Satisfechas tales exigencias, se dará lugar al pago, por parte de la respectiva Caja de Previsión, de una pensión equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio base de los aportes durante el último año de servicio.” Así mismo, el actor mencionó que para su caso, Colpensiones debe estarse a lo resuelto en la Ley 4ª de 1992 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política.” 

6.5.8. Al respecto, debe decirse en primer lugar, que  la Ley 100 de 1993 concibió un sistema integral y general de pensiones que además de crear relaciones recíprocas entre las entidades administradoras del sistema, avala la acumulación de tiempo trabajado y semanas cotizadas y en ese sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia C-012 de 1994 indicó que esa previsión se funda en el reconocimiento de la disparidad derivada de la coexistencia de múltiples entidades encargadas de la administración de la seguridad social, así “la filosofía de la acumulación de los aportes prevista en el artículo 7o. es la de que la parte de ingresos del empleado oficial o trabajador que se destina a la formación de los fondos de pensiones en las entidades de previsión social, permitan a éstas cumplir con el pago de la pensión de jubilación. La figura del cómputo encarna, pues, la posibilidad de que se adicione el tiempo de servicio laborado en el sector público al cotizado en fondos privados o al ISS, a efectos de completar el requerido para el reconocimiento de la pensión. En virtud de ello, las personas que hubiesen comenzado a laborar antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993 pueden acumular ese tiempo al cotizado al nuevo sistema general de seguridad social. (…) En últimas, se concluye que el condicionamiento esencial para que la acumulación tenga lugar es la suma del tiempo laborado al cotizado aunado al traslado del monto equivalente, carga asignada a las entidades involucradas, más no al trabajador”.
6.5.9. De las pruebas allegadas con la demanda, se encuentran los siguientes actos administrativos expedidos por Colpensiones:

-       Resolución SUB196262 del 14 de septiembre de 2017 por medio de la cual Colpensiones se negó la pensión de vejez al señor Orozco Hincapié por no acreditar los requisitos legales para tal prestación, al considerar que no es beneficiario del régimen de transición y en tal virtud, se estudió la solicitud pensional conforme a los presupuestos del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 para concluir que no contaba con las semanas mínimas de cotización (Fls. 48-50).

· Resolución SUB231142 del 18 de octubre de 2017 por medio de la cual se confirmó lo decidido en la Resolución SUB196262 del 14 de septiembre de 2017, ya que se consideró que el accionante a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, no cumplía con 40 años de edad ni 15 años a más de servicios cotizado.  En dicho acto administrativo se le solicitó al actor que diligenciara los formatos 1, 2,  y 3 y que los aportara con los respectivos soportes para corrección de la historia laboral (Fls. 52-54).

·  Resolución  DIR 20837 del 17 de noviembre de 2017, confirmó lo decidido en la Resolución SUB196262 del 14 de septiembre de 2017 por considerar que el accionante no cumplía con el requisito de las 1300 semanas cotizadas consagrado en la Ley 797 de 2003, toda vez que solo tenía  1.120 semanas (Fls. 57-60).
· Resolución SUB285763 del 11 de diciembre de 2017 mediante la cual se estudió nuevamente la solicitud de pensión de vejez incoada por el actor el 3 de noviembre de 2017 a raíz del recurso de apelación interpuesto en contra de la Resolución SUB 231142 del 18 de octubre de 2017 (Fls. 62-65).
6.5.8.  Significa lo anterior, que Colpensiones, pese a hacer una acumulación de tiempos laborados por el accionante tanto en el sector público al cotizado en fondos privados o al ISS, a efectos de como en el privado,  negó la pensión de vejez al accionante por cuanto para la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es el 1º de abril de 1994, solo tenía 39 años de edad y 6 años, 6 meses y 22 días  por lo que no era aplicable el artículo 33 de la Ley 1985 antes descrito y por no encontrarse como cotizante activo a una caja, fondo o entidad de orden territorial.
6.5.9.   Por lo tanto, no es posible considerar que al accionante se le vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social modificación normativa, y en su caso específico, tampoco quedó acreditado que el mismo sea beneficiario del régimen de transición para que se le reconozca la prestación pensional en los términos reclamados, toda vez que para la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993, esto es el 1º de abril de 1994, el actor tenía 39 años de edad. Por lo tanto, esta Sala, sin desconocer la situación actual de salud del señor Orozco Hincapié, no puede concluir que tenga un derecho cierto e indiscutible para que proceda el amparo invocado, debiendo entonces acudir a los jueces laborales o administrativos, encargados de dirimir ese tipo de controversias 

Así las cosas, la Sala modificará el numeral 1º de la sentencia estudiada, en el entendido de señalar que el juez de primer nivel debió negar el amparo invocado y no declarar la improcedencia del mismo. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el numeral 1º de la sentencia proferida el 2 de septiembre de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor Sergio Jairo Orozco Hincapié en contra de Colpensiones, en el entendido de que SE NIEGA EL AMPARO INVOCADO.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-217 de 2013, reiterada en la sentencia T-021 de 2016.


� Sentencia T-600 de 2002, reiterada en la T-572 de 2015.


� Sentencia  T-046 de 1995.   


� Sentencia  T-029 de 2018.


� Sentencia T-225/93 “el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”


� Sentencia  T-225 de 1993. 


� Sentencia T-029 de 2018.


� Al respecto ver sentencias T-052 de 2008 M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-205 de 2012 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio; T-315 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo y T-471 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Sentencias T-326 de 2013, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Ver Sentencias T-1069 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-315 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo, y T-320 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 


� Sentencia T-702 de 2009 


� Folios 17-21, 27 y 28 y del 32 al 39





Página 8 de 10

